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    SALA LABORAL

          PEREIRA – RISARALDA


Demandante: José Jesús Parra Tobón.PRIVATE 



Demandado: Instituto de Seguros Sociales.

--------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PONENTE: ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA


Pereira Ris., febrero cinco [05] de dos mil nueve [2.009].

Acta Nº 0005 de febrero 05 de 2.009. 

Cuando son las cuatro de la tarde [04:00 p.m.] de esta fecha, los Magistrados integrantes de la Sala de Decisión Laboral de este Tribunal con asistencia de su Secretaria, se constituyen en Audiencia Pública para proferir sentencia al conocer, por vía de apelación, la de 29 de octubre de 2.008, proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario instaurado por José Jesús Parra Tobón contra el Instituto de Seguros Sociales.
Previamente se discutió y se aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado Ponente, el cual corresponde a la siguiente,



SENTENCIA:
Por medio de apoderado reclama el actor que se declare que el Instituto de Seguros Sociales es responsable del reconocimiento y pago de la pensión de vejez desde el 01 de abril de 2006, fecha en la cual acreditó la totalidad de requisitos para el disfrute de esa prestación, intereses moratorios y las costas procesales.

Apoya sus pretensiones en los siguientes,



1. HECHOS DE LA DEMANDA
El señor José Jesús Parra Tobón cumplió 60 años de edad el 01 de abril de 1995, estando afiliado al ISS por los conceptos de invalidez, vejez y muerte, solicitó a dicha entidad la pensión de vejez pero le fue negada mediante Resolución N° 005301, interpuso recurso de reposición que fue resuelto con resolución N° 5711 de 1996 confirmando la anterior y exponiendo que sólo acreditaba 629 semanas. Mediante Resolución 002502 de 1997 le ofrecieron indemnización sustitutiva de vejez pero el actor continuó cotizando y el día 14 de febrero de 2008 solicitó nuevamente el reconocimiento de la pensión, sin obtener resultados exitosos hasta la fecha, quedando así agostada la reclamación administrativa. 


2. ACTUACIÓN Y CONTESTACIÓN
El Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, por auto del 11 de abril de 2.008 [fl. 23] admitió la demanda, disponiendo correrle traslado a la entidad accionada que contestó a través de apoderada [fls. 26 y s.s.], haciendo aclaraciones a todos los hechos. Se opuso a las pretensiones incoadas por carecer de fundamentos de hecho y de derecho que sustenten su prosperidad, excepcionó “Inexistencia de la obligación demandada”, “Improcedencia del reconocimiento de intereses moratorios”, “Irretroactividad e irregularidad de los aportes efectuados al sistema de seguridad social” “Pago eventual y compensación” y  “Prescripción”.
La representante legal de la parte demandada manifestó que le era imposible llegar a un acuerdo conciliatorio, por lo que se declaró fracasada esta etapa procesal [fl. 56]; se corrió traslado de las excepciones propuestas;, no hubo lugar a medidas de saneamiento; se fijó el litigio y se procedió con el decreto de pruebas, las que se evacuaron en las etapas subsiguientes.


3. JUZGAMIENTO

El 29 de octubre de 2008 el Juzgado de conocimiento profirió sentencia [fls. 67 y s.s.], condenando al Instituto de Seguros Sociales a reconocer y pagar a favor del demandante la pensión de vejez desde el 01 de julio de 2007, condenó igualmente al pago de intereses moratorios, declaró probada únicamente la excepción de pago eventual o compensación, autorizó al ISS a descontarle al actor el valor cancelado por concepto de indemnización sustitutiva de la pensión de vejez  y condenó en un 100 % en costas a la demandada.


4. RECURSO DE APELACIÓN

Contra la decisión de fondo adoptada la apoderada del instituto demandado interpuso y sustentó recurso de apelación  [fls. 75 y s.s.], argumentando que el demandante al momento de realizar la solicitud de reconocimiento de la pensión de vejez no acreditaba el cumplimiento de la densidad mínima de cotizaciones para tener derecho a ella, fue por ello y además por la misma manifestación del actor de no tener capacidad para continuar cotizando que se le reconoció la indemnización sustitutiva en cuantía de $1.207.086. Existe entonces incompatibilidad entre la indemnización sustitutiva y la pensión de vejez. Adicional a lo anterior, manifiesta que los pagos extemporáneos realizados una vez cumplida la edad mínima se torna en una conducta sospechosa y no existe razón para que se tengan en cuenta o se les dé un efecto retroactivo a las semanas cotizadas desde septiembre de 1995 hasta febrero de 1997, cuando las mismas fueron cotizadas en forma irregular, esto es, en febrero de 2007.
Se surtió en esta instancia el trámite legal previsto en el artículo 82 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, modificado por el 40 de la Ley 712 de 2001, dándose traslado común de rigor a las partes, dentro del cual la apoderada de la parte demandada presentó escrito visible a folios 6 y s.s. del cd. 2. La actuación carece de irregularidad sustancial alguna que la haga retrotraer y por ello se procede a revisar la sentencia. Para el efecto,



5. CONSIDERACIONES DE LA SALA
En la sentencia objeto del recurso se dijo textualmente:

“Considerando el material probatorio disponible, respecto a las semanas cotizadas se vislumbra que cuando el demandante efectuó la reclamación al I. S. S. efectivamente no contaba con el número de semanas cotizadas, pues recordemos que la misma se hizo en el año de 1995, época para la cual tan con (sic) las 500 semanas exigidas en la norma antes reseñada.

Teniendo en cuenta que a la fecha sí cuenta con el número de semanas cotizadas, toda vez que de acuerdo a los lineamientos brevemente esbozados, el Sr. JOSE JESUS PARRA TOBON ha cumplido con los requisitos exigidos por la ley para acceder a la pensión de vejez, los cuales son: Cotizar un mínimo de 1000 semanas en cualquier tiempo y haber cumplido 60 años de edad, exigencias satisfechas por el demandante”
Es decir, el demandante cotizó gran parte de las semanas en el curso del proceso. Estima la Sala que esa sola razón es suficiente para revocar la decisión apelada, de acuerdo con la petición que en ese puntual sentido se hace en el memorial de apelación. En caso similar expresó esta Corporación:
“El caso de estudio tiene una característica particular, consistente en que los derechos alegados por el señor, a juicio de la funcionaria de primera instancia, se consolidaron en el curso del proceso. Por ello, estima el apelante que no debió emitirse condena alguna, pues a la entidad demandada no se le puede reprochar el desconocimiento de un derecho inexistente para el momento de presentación de la demanda, hecho implícitamente reconocido en la sentencia.

Reza el artículo 307 del Código de Procedimiento Civil, por extensión aplicable al procedimiento laboral:

“La sentencia deberá estar en consonancia con los hechos y las pretensiones aducidos en la demanda y en las demás oportunidades que este Código contempla, y con las excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige la ley”.

“…En las sentencias se tendrá en cuenta cualquier hecho modificativo o extintivo del derecho sustancial sobre el cual verse el litigio, ocurrido después de haberse propuesto la demanda, siempre que aparezca probado y que haya sido alegado por la parte interesada a más tardar en su alegato de conclusión, y cuando éste no proceda, antes de que entre el expediente al despacho para sentencia o que la ley permita considerarlo de oficio”.

Una lectura exegética de la norma permite concluir que el juez puede efectuar condenas con base en hechos modificativos o extintivos del derecho cuyo reconocimiento se pretende, lo que implica  que ab initio el derecho debe existir, pues de lo contrario carecerían de objeto la modificación o la extinción. Y la existencia de ese derecho debe verificarse antes de la interposición de la demanda.  Si se concibe que una sentencia de  condena recaiga sobre derechos no perfeccionados al momento de presentación de la demanda, sería campo abierto para que los usuarios del servicio de administración de justicia hagan mal uso del derecho de acceso a la misma. Adicionalmente, una concepción tal redunda en desmedro de la seriedad que debe caracterizar un proceso judicial, y de paso constituye una manera de conculcar la buena fe de las partes intervinientes en aquel. En efecto, si la demandada no se allanó a las pretensiones y opuso los medios exceptivos que consideró pertinentes, fue por que de buena fe estimó que no era su obligación acceder a lo pretendido, amparada en la ley y en los hechos del caso concreto. De ahí que, de acuerdo con lo dicho, resultaba más improcedente aún la condena en costas, pues nadie está obligado a reconocer lo que no debe, no empece a que en el futuro, ante hechos posteriores a la presentación de la demanda, la susodicha obligación pudiere adquirirse por parte de la demandada, con el recíproco derecho a exigirla  del lado del demandante

Desde otro punto de vista, podría argumentarse que la abstención de condenar una vez reunidos los requisitos de ley para la adquisición de un derecho -en el decurso del proceso- significa un desgaste funcional o implica no dar prioridad al derecho sustancial sobre el procesal. Considera la Sala que, por el contrario, tiene ahora la demandada suficientes elementos de juicio para fijar su posición sobre la pretensión pensional, sin  perjuicio de las acciones que eventualmente pueda impetrar el señor Guerrero González” (Acta Nº 0004 enero 29 de 2009. Demandante: Gabriel Guerrero Martínez. MP. Ildefonso Muñoz Cardona).
Aparte de lo discurrido, cabe llamar la atención en  el sentido de que en la sentencia de primera instancia no se hizo alusión a la incompatibilidad entre indemnización sustitutiva y pensión de vejez, que con fundamento en varias disposiciones propuso el apelante desde la contestación de la demanda (Acuerdo 224/66, Decreto 758 de 1990 artículo 2º, Decreto 3063/89 y Decreto 1730 de 2001 artículo 6º). La Sala no ahonda en el análisis de ese aspecto, porque, como atrás se dijo, no se debió haber proferido sentencia condenatoria cuando para la fecha de la reclamación administrativa y de la presentación de la demanda aún no se habían cotizado la totalidad de las semanas requeridas por la ley para el reconocimiento de la pensión de vejez.  
A tono con lo discurrido, se REVOCA íntegramente la sentencia, incluyendo las costas de primera instancia, conforme a lo dispuesto en el artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el numeral 198 del artículo 1º del D.E. 2282 de 1989 y 42 de la Ley 794 de 2003. Costas en esta Sede no se causaron.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA por las razones aquí expuestas la sentencia que por vía de apelación ha revisado. Sin costas en esta instancia.

Notificación surtida en estrados. Para constancia se suscribe la presente acta.



Los Magistrados,


ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA
HERNÁN MEJÍA URIBE 
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES





LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO






Secretaria.
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